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EL MONOPOLIO  
DE LA VIOLENCIA COMO 
CONSTRUCCIÓN JURÍDICA. 
ALGUNOS DESAFÍOS 
GLOBALES

RESUMEN

Este artículo busca problematizar el concepto de monopolio de la violencia según el cual el Estado es el único 
habilitado para ejercer fuerza de manera legítima o justificada. Ubica por tanto la discusión sobre si aquel 
detenta violencia o fuerza para sostener que el sentido de este monopolio es ante todo la pretensión inacabada 
de la mayoría de Estados de detentar ciertas armas, regular el acceso a otras y castigar efectivamente el abuso 
de la fuerza física o armada en el ámbito social. Plantea finalmente que dicha pretensión se ve altamente 
cuestionada por el crecimiento de las empresas transnacionales de mercenarios y la posibilidad tecnológica 
hoy existente de imprimir armas. Este trabajo se concibe como una reflexión basada en fuentes primarias y 
secundarias, siendo su metodología fundamentalmente cualitativa.
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THE MONOPOLY OVER VIOLENCE AS A JURIDIC AL CONSTRUC T.  CERTAIN GLOBAL 
CHALLENGES 

ABSTR AC T

This article seeks to problematize the concept of the monopoly of violence, understood as the idea that the State 
is the only actor authorized to legitimately and justifiably exercise force. It first contextualizes the discussion 
on whether the State uses violence or force to then argue that the meaning of this monopoly is above all the 
unsatisfied intention of most States to possess certain weapons, regulate access to others, and effectively punish 
any abuse of physical or armed force in society. Finally, it suggests that this intention is thrown into question 
by the growth of multi-national mercenary companies and the current technological possibility of printing 
weapons.
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INTRODUCCIÓN

La definición del poder político ha sido considerada, entre otros, a la luz de su especial rela-
ción con el uso de la fuerza y/o la violencia organizada. Dicha relación, sin embargo, adquiere una 
especial connotación respecto del Estado moderno, pues este se entiende como monopolizador de 
la violencia. No se trata solo de que aquel use la fuerza o la violencia para hacerse obedecer, sino 
que además dice o pretende monopolizarla.

La referencia al Estado como una organización caracterizada por la exclusividad del ejercicio 
de la violencia es sin embargo confusa. Por un lado, se tiende a hablar de armas, fuerza, violencia, 
coerción y coacción en una suerte de sinonimia. Por otra parte, la idea de monopolio alude a que el 
Estado es el único que puede detentar armas de forma legítima al mismo tiempo que solo él puede 
ejercer la violencia de forma justificada. No sería abusivo decir que estos dos son los entendimientos 
de cierto sentido común no alejados de abordajes académicos.

La consideración del Estado como único poseedor de armas y actor de violencia organizada 
con pretensión de legitimidad, es con facilidad cuestionable si tenemos en cuenta, por un lado, la 
existencia de la legítima defensa y por otro, la legitimación social de ciertas expresiones de violen-
cia. En cuanto a lo primero, los individuos tienen la posibilidad de usar la coerción física o armada 
en la defensa de su vida o bienes, y si bien esta legitimación proviene de la legalidad misma que 
proponen los Estados, su sola existencia no permite plantear que el monopolio de la violencia hace 
referencia a que el Estado es el único que la puede ejercer. Esto tampoco es válido respecto del uso 
de las armas, las cuales en determinadas sociedades pueden ser detentadas, según ciertas cláusulas, 
por actores de la sociedad, como sería el caso paradigmático de los Estados Unidos.

Ahora bien, hoy siguen aceptándose en diversas sociedades expresiones de violencia que siendo 
ilegales se justifican. Estarían dentro de ellas, la agresión con “fines educativos” de padres sobre 
hijos; la coerción de profesores sobre estudiantes, tanto en su dimensión física como psicológica 
y la violencia de hombres contra mujeres –en lo que se conoce genéricamente como violencia 
intrafamiliar–; también podemos encontrar aquí los que defienden la violencia popular contra la 
violencia de clase del Estado; o la violencia para defender los intereses de la familia o del grupo o 
las distintas formas de “justicia privada” en auge.

En relación con este último aspecto, según el proyecto de Opinión Pública de América Latina, 
en países como República Dominicana, Perú, Honduras y El Salvador entre un 35 % y un 45 % de 
la población, asume como legítima la “justicia” privada. Por su parte, según el estudio Corpovisio-
narios-Bid, son los hombres jóvenes los más proclives a usar la violencia de forma directa, sea para 
defender sus propiedades o hacer respetar su honor o el de su familia (Ortega, 2015).

Si bien hoy por hoy los Estados en algunos contextos buscan ilegalizar y perseguir dichas vio-
lencias, estas siguen resistiéndose y aceptándose en la sociedad, de forma tal que aún en medio de 
su ilegalidad, su pervivencia confirma que el Estado no es el único legitimado al menos socialmente 
para ejercer la violencia1.

1 Como puede observarse, en este documento se diferencian la legitimidad vía la legalidad, vista desde el Estado y la 
social, relativa a la justificación de ciertos comportamientos en razón de ciertos valores sociales, tradiciones o creencias. 
Si bien ambas pueden y deben coincidir, no siempre ocurre, lo cual genera evidentes tensiones de legitimidad. Para 
una discusión al respecto consúltese Monsalve (2013).
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Por lo demás, hay terrenos de la agresión o la violencia que gozan del beneplácito social y legal, 
por ejemplo en el deporte, sobre todo aquel que conlleva algún contacto o empleo de la fuerza 
(fútbol, boxeo, rugby, etc.). Podríamos decir que también aquí se legitima legalmente y se acepta 
socialmente un nivel de agresión y/o violencia que cuestionaría la simple idea de que el monopolio 
y uso de la violencia pertenecen solo al Estado.

Dado lo anterior, el presente artículo de reflexión tiene por objeto analizar cómo se entiende el 
concepto de monopolio de la violencia y de qué forma determinadas dinámicas ligadas a los pro-
cesos de globalización desafían dicho monopolio. En tal sentido, las preguntas guía de este trabajo 
son, cómo precisar el ambiguo concepto de monopolización de la violencia en cuanto pretensión 
y cómo se afectan ciertas dinámicas de la globalización.

La tesis que sostenemos es que en el marco de un debate inacabado sobre si el Estado monopoliza 
la fuerza o la violencia, la institucionalidad estatal busca poseer las grandes armas convencionales, 
establecer el acceso social a cierto tipo de objetos convencionales de ataque y criminalizar el abuso 
de la fuerza física o armada por parte de la sociedad. Con todo, dicho monopolio es una pretensión 
siempre en construcción que hoy se ve fuertemente amenazada por el revivir de las estructuras 
mercenarias –en esta ocasión transnacionalizadas– y por la posibilidad de imprimir armas.

El texto se organiza en tres partes. La primera ubicará la discusión sobre las diferencias y 
complementariedades entre las nociones de violencia, fuerza y coerción. La segunda abordará la 
discusión sobre el objeto del monopolio en cuestión y cómo se desdobla, sosteniendo su carácter 
de pretensión. Finalmente se expondrán aquellas dinámicas que permiten identificar los desafíos 
que ciertos procesos de globalización plantean para esta categoría central del Estado moderno.

Este texto es una deliberación teórica que se apoya en la ciencia política, el derecho, la socio-
logía y la filosofía política. Busca recoger las lecturas y reflexiones del curso universitario Teorías 
del Estado, en tal sentido, incorpora preguntas, debates y planteamientos de estudiantes y colegas 
que han acompañado al autor en este proceso.

EL ESTADO Y LAS ARMAS: ¿VIOLENCIA, FUERZA O COERCIÓN?

A la hora de referenciar el monopolio objeto de esta reflexión, se ha planteado que tiene que 
ver con la coerción, la fuerza o la violencia, de forma tal que en algunos casos estas son palabras 
sinónimas. Con todo, desde algunos enfoques se defiende la diferenciación entre fuerza y violencia 
(Crettiez, 2010; Papacchini, 1999). En esta primera parte, abordaremos las correspondencias y 
tensiones entre las nociones de fuerza, violencia y coerción según diversas teorías.

El Estado como organización de fuerza y/o violencia

Una primera aproximación es la que considera homologables los anteriores términos y asume 
que se caracterizan por la posibilidad de obtener obediencia a partir del uso de las armas o la ac-
ción física organizada y en contra de la voluntad de alguien. Weber (1998) usó indistintamente las 
expresiones violencia, fuerza y coacción a la hora de definir al Estado, que es “aquella comunidad 
humana que, dentro de un determinado territorio (el ‘territorio’ es elemento distintivo), reclama 
(con éxito) para sí el monopolio de la violencia física legítima” (Weber, 1998, p. 82). En otro texto 
el autor dirá:



El monopolio de la violencia como construcción jurídica. Algunos desafíos globales Germán Burgos

[114]

análisis político nº 89, Bogotá, enero-abril, 2017: págs. 111-126

Quien se vale de la violencia para cualquier fin, y esto es lo que hacen todos los políticos, está expuesto 
a sus consecuencias específicas. Esto es especialmente válido para el cruzado, religioso o revolucionario. 
El que quiere imponer por la fuerza la justicia absoluta en el mundo necesita seguidores, un “aparato” 
humano (Weber, 2002, p. 98).

También sostendría:

Porque lo específico de la actualidad es que a las demás asociaciones o personas individuales solo se les 
concede el derecho de la coacción física en la medida en que el Estado lo permite: este se considera, 
pues, como fuente única del “derecho” de coacción (Weber, 2002, p. 105).

Así pues, fuerza, violencia y coacción son vocablos equivalentes que no admiten contraste ni 
diferenciación. El Estado, por tanto, puede entenderse como una organización que monopoliza la 
fuerza, la violencia y/o la coacción.

La fuerza del Estado

Una segunda corriente manifiesta la necesidad de diferenciar fuerza de violencia. Así, el Estado 
es una organización de fuerza o coerción en el entendido de que estas, al contrario de la violencia, 
están sujetas a constricciones, límites y al final de cuentas, a una legitimidad legal.

Los actores del Estado incluso suelen evitar el empleo de la palabra violencia y prefieren remplazarla 
por fuerza o coerción que son políticamente más neutras. Se responde a la violencia de los manifestantes 
o de los ladronzuelos con la fuerza del Estado. La violencia es salvaje mientras la fuerza del Estado es 
contenida (Crettiez, 2010, p. 73)2.

Esta separación entre fuerza y violencia tiene parcialmente su fundamento y alcance. Respecto 
de la fuerza del Estado se esperan y reclaman límites tales como, su ejercicio en cuanto último 
recurso, su proporcionalidad y su orientación según intereses colectivos –en efecto, el abuso de 
la fuerza puede denunciarse y demandarse jurídicamente–; frente a los actos de violencia estos 
serían desproporcionados, guiados por intereses privados y utilizados como mecanismo primario 
y sistemático para obtener obediencia.

La fuerza está en el Estado, la violencia fuera de él. La fuerza del Estado dice existir para 
combatir la violencia desde lo social y esto lo legitima. Ahora bien, esta separación es al final in-
terdependiente, pues es desde la fuerza que se construye la noción de violencia, la cual en sentido 
genérico es “el uso de fuerza física, o su amenaza, sobre otra persona que no consiente esta fuerza, 
que sufre por causa de ella y le teme” (Lemaitre, 2011, p. 14)3.

2  “En última instancia, se expresa la nomocracia en la utilización de la violencia física contra los rebeldes. El Estado reclama 
su monopolio de la violencia, en consecuencia, únicamente con el objetivo de la defensa y mantenimiento del orden y 
el derecho. Por ello, el ejercicio estatal de la violencia física por medio de las leyes es frenado, limitado y regulado. El 
dominio del derecho, la prohibición de la violencia privada así como la delimitación jurídica del ejercicio estatal de la 
violencia, convierten en realidad la seguridad jurídica” (Kley, 2012, p. 216).

3 “Lo que es ‘violencia’ aparece, en primera instancia, como inequívoco sobre el trasfondo de la cita de Lichtenberg. La 
violencia física (a menudo también ‘directa’, ‘personal’) tiene por objeto el perjuicio, la lesión o el homicidio de personas, 
o el robo, deterioro o destrucción de cosas. Se puede considerar este fenómeno humano, junto con Lichtenberg, como 
perteneciente a la dotación física de aquel y hasta cierto punto como una condición antropológica básica, o se pueden 
argüir factores exógenos para explicar su surgimiento. De una u otra manera, la violencia tiene un carácter extraor-
dinariamente desconcertante en la vida humana. Ella puede aparecer en cualquier momento y de manera reiterada. 
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En particular,  el derecho penal y las élites de Estado, vía diversas intervenciones públicas, 
etiquetan ciertas acciones provenientes de actores de la sociedad (paros de transporte, huelgas, 
disturbios, etc.) como acciones de los violentos, como delitos criminalmente perseguibles y en 
determinados casos como ejercicio puro de terrorismo, es decir, de violencia irracional. En este 
sentido, lo violento es parcialmente una construcción estatal.

La construcción de la fuerza se hace a contracara de una violencia considerada como irracional 
y colocada como el límite de lo totalmente indeseable. La violencia se estima ilegítima, inaceptable 
y debe ser perseguida en última instancia con la fuerza. A la violencia irracional se responde con 
la fuerza estatal:

Sin embargo, es posible decir que son el poder y el derecho los marcos a partir de los cuales se lee la 
violencia en la configuración de la sociedad moderna. El derecho será el marco de comprensión y legiti-
mación de unas violencias sobre otras, de las relaciones y de los límites posibles. En términos sociológicos, 
cultura y sociedad se entrelazan de forma tal en la que son las relaciones sociales las que se expresan en 
el orden simbólico, en la ley y la violencia expresa un conflicto que es social y que intenta ser cancelado 
y clausurado en términos simbólicos. La cuestión de la legitimidad será uno de los principales asuntos 
a partir de los cuales se aborda este (Morales, 2011, p. 3).

La deslegitimación de la violencia es tal que a la hora de cuestionar ciertas prácticas sociales 
como la exclusión y la explotación, ya no solo desde el Estado sino desde ciertos sectores de la 
sociedad, estas terminan denotándose como violencia estructural (Galtung, 1996)4. De hecho, el 
alcance de esta consideración llega incluso hasta solicitar al Consejo de Derechos Humanos de la 
Organización de las Naciones Unidas, el reconocimiento del derecho a la paz, distinguiendo entre 
aquella positiva de una negativa. La primera es la

(…) ausencia de violencia estructural derivada de las desigualdades económico-sociales en el mundo y 
en nuestras sociedades: y ausencia de violencia cultural originada tanto en la violencia de género, como 
en la violencia intrafamiliar, en la escuela o en el puesto de trabajo (Nueva Tribuna, 6 de junio de 2015).

En síntesis, la fuerza del Estado está organizada, admite límites y asume responsabilidades in-
ternas e internacionales, mientras la violencia es caótica, no tiene constricciones y formalmente no 
responde por sus consecuencias. La primera está para enfrentar la segunda. Sin embargo, esta tesis 
tiene sus detractores, entre estos, Walter Benjamin, algunos autores marxistas y quienes sustentan 
que cuando el Estado no respeta los límites de su fuerza, se convierte en un actor de violencia.

Debido a la gran vulnerabilidad del cuerpo humano y gracias a su espontaneidad, la violencia es efectiva en casi en 
todos los casos” (Kley, 2012, p. 220).

4 Johan Galtung acuñó este concepto para completar la “violencia física”. La expresión comprende la violencia no atri-
buible a un autor determinado, pero que se incluye en un sistema político y económico, que se expresa en la miseria de 
las masas y en la muerte de muchos seres humanos. Se da “cuando los seres humanos son influenciados de tal manera 
que su realización actual, somática y espiritual se hace inferior a su realización potencial” (Camelo, 2015, p. 25) En 
palabras de Fajardo “Ahora la violencia no solo descansa en una estructura política y económica, sino en las relaciones 
más íntimas de la comunidad; por esa razón la licencia de la civilización se extiende para transformar nuestros ‘valores y 
actitudes’. El problema vendrá cuando la cifra estadística evalúe y señale nuestros ‘valores y actitudes’ y no la estructura 
política y económica. En ese momento todos seremos una amenaza ‘extremadamente violenta’” (2015).
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La violencia del Estado

Según la doctrina marxista el Estado moderno es ante todo una organización de represión 
de clase. Esto se explica fundamentalmente por el carácter derivado del Estado de las relaciones 
económicas de producción, las cuales son claramente de exclusión y generadoras de la explotación 
asociada al capitalismo. En este contexto, el Estado tiene como principal papel ser un órgano que 
usa la violencia para mantener la dominación de un sector de la sociedad sobre otros y del sistema 
de producción.

El marxismo asume que los Estados modernos son capitalistas en la medida en que son or-
ganizaciones armadas que de forma permanente garantizan los términos de la acumulación. La 
invocación desde este enfoque teórico a la extinción del Estado, se entiende rigurosamente como 
la eliminación de un órgano central basado en la violencia organizada y no la inexistencia de cual-
quier forma de organización o poder social (Althusser, 1988; Poulantzas, 1979).

Como bien recoge Negri (2004), para buena parte del marxismo la idea de un Estado que 
se apoya en la violencia legítima, no puede considerarse más allá de una referencia superficial o 
epifenoménica:

¿Se debe concebir al Estado como fuerza física consensual? No. Este concepto es irrisorio. La relación que 
el Estado, como detentador del monopolio de la fuerza física legítima, pretende establecer, en su base tiene 
como criterio de validación, una relación asimétrica e históricamente determinada (Negri, 2004, p. 27).

Por su parte, la tesis de Benjamin (1998) se puede segmentar en dos ideas. La primera, el poder 
y el derecho han tendido crearse a través de la violencia5. Es así como la

(…) creación de derecho es creación de poder, y en tal medida un acto de inmediata manifestación de 
violencia (…) Pero es reprobable toda violencia mítica, que funda el derecho y que se puede llamar do-
minante. Y reprobable es también la violencia que conserva el derecho, la violencia administrada, que 
la sirve (Benjamin, 1998, p. 14).

Este planteamiento tiene por lo demás una larga escuela tras de sí. Para Tilly, la coerción y el 
capital pueden entenderse como los factores desencadenantes de la conformación de los primeros 
Estados modernos y no es gratuito que tanto Maquiavelo como Hobbes sustenten el funciona-
miento de estos últimos en las armas y en la espada (Ruiz, 2013). Como bien recoge Kley (2012) 
parafraseando a San Agustín, “el Estado se distingue de una pandilla de ladrones, de todas formas, 
gradualmente y no por principio” o en otros términos, inicialmente muchos Estados han surgido 
de tremendos y sistemáticos actos violentos6.

5 “Etimológicamente, la palabra ‘violencia’ (…) proviene del antiguo alemán estándar, que se da originariamente como 
verbo (giwaltan, waldan) para reinar [walten], es decir, poseer una capacidad de mandato. La violencia no representa 
entre tanto en esta situación un concepto del derecho” (Kley, 2012, p. 221).

6 “La pandilla de ladrones, sin embargo, posee un interés común semejante, y la diferencia entre ambas organizaciones 
sociales no es evidente: el Estado se distingue de la pandilla de ladrones únicamente gracias a la impunidad. El Estado 
pone en las sombras toda la crítica cosechada. En Agustín no se trata –en contraposición a todos los otros críticos– de un 
determinado mejoramiento o de una concepción ideal del Estado, pues su medida es el reino de Dios, del que deviene 
fundamentalmente todo lo terrenal” (Kley, 2012, p. 222).
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La segunda idea de la tesis de Benjamin (1998), sostiene que la calificación de actos violentos 
como algo diferente y separado de lo estatal, según describimos anteriormente, no es algo neutral 
sino que en realidad es la manera en que el Estado defiende su propia violencia:

Y si es lícito extraer de la violencia bélica, como violencia originaria y prototípica, conclusiones aplicables 
a toda violencia con fines naturales, existe por lo tanto implícito en toda violencia un carácter de creación 
jurídica. Luego deberemos volver a considerar el alcance de esta noción. Ello explica la mencionada ten-
dencia del derecho moderno a vedar toda violencia, incluso aquella dirigida hacia fines naturales, por lo 
menos a la persona aislada como sujeto jurídico. En el gran delincuente esta violencia se le aparece como 
la amenaza de fundar un nuevo derecho, frente a la cual (y aunque sea impotente) el pueblo se estremece 
aún hoy, en los casos de importancia, como en los tiempos míticos. Pero el Estado teme a esta violencia 
en su carácter de creadora de derecho, así como debe reconocerla como creadora de derecho allí donde 
fuerzas externas lo obligan a conceder el derecho de guerrear o de hacer huelga (Benjamin, 1998)7.

Para Benjamin (1998) la diferenciación entre fuerza y violencia es fundamentalmente cons-
truida desde el Estado, a fin de criminalizar a los reales o potenciales cuestionadores de su propia 
violencia. Como parte de eso el Estado asume la tarea de constituir parcialmente como terroristas, 
delincuentes, etc. a aquellos que ejercen violencia por fuera de él, con el propósito no solo de per-
seguirlos sino también de perpetuar su propia violencia, la cual presenta formalmente como fuerza.

Ahora bien, la separación entre fuerza y violencia se hace más que nebulosa cuando los Estados 
son incapaces de respetar los límites que convierten lo violento en coercitivo. En otros términos, 
luego del 11 de septiembre, muchos Estados democráticos relajaron los límites legales que cons-
treñían su acción coercitiva y la convertían en fuerza, de tal manera que la idea de un Estado de 
excepción se ha hecho permanente.

Varias investigaciones y lamentables y reiterados casos muestran cómo la policía mantiene su 
tratamiento sesgado y por fuera de todo límite contra ciertas poblaciones, minorías y generalmente, 
contra los pobres o ciertos estereotipos. Como producto del creciente alejamiento de la fuerza del 
Estado de sus propios lindes, varios estudios comparados arrojan resultados sorprendentes frente a 
la manera como se perciben los actores armados del Estado. Al respecto, una encuesta coordinada 
desde Amnistía Internacional arroja:

Si las autoridades de mi país, me pusieran bajo custodia [es decir, me detuvieran], tengo confianza en 
que estaría a salvo. Lo que esta pregunta explora es si el ciudadano cree o no que vive en un Estado de 
derecho. Porque, en concreto, de esto se trata: de que cuando a mí me detengan, tenga o no confianza 
–fundada en la experiencia propia y ajena, claro– en que se me va a tratar de acuerdo a las normas esta-
blecidas, imparcialmente y sin riesgos. El conjunto de los encuestados en los 21 países se dividió casi por 
mitades: 48% consideraron que estarían “a salvo” y, en consecuencia, no temían ser objeto de torturas 

7 “Benjamin plantea que la violencia en manos de la persona aislada constituye un riesgo para el orden jurídico, no 
tanto por el riesgo de que imposibilite los fines jurídicos y su ejecución ni por su carácter estrictamente antijurídico 
o las razones por las que se ejerce, sino porque pone en riesgo al derecho mismo, a su monopolio de la fuerza. Sin 
embargo, la violencia realmente peligrosa para el derecho es aquella que se puede manifestar en el marco del orden 
jurídico vigente –como el derecho de huelga y el debate sobre si constituye o no un medio violento–. Es la violencia lo 
que garantiza el paso del derecho a su aplicación, y es por eso mismo que la violencia es peligrosa para el derecho en 
su interior” (Morales, 2011, p. 4).
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y otros abusos. Pero 44% tomaron distancia de la afirmación propuesta, expresando así el miedo o la 
sospecha a ser maltratados por el sistema de su país (Pásara, 2014)8.

Así pues, el Estado es sobre todo una organización de violencia, esto es, un aparato de repre-
sión de clase; en varios casos ha sido creado mediante acciones violentas; se sostiene en separar 
la fuerza y la violencia para ocultar y defender su carácter agresivo y finalmente los límites que 
dicen separar la violencia de la fuerza no siempre son respetados, deviniendo al Estado en una 
organización violenta9.

Como conclusión de este primer acápite, según ciertos enfoques no existe ninguna diferencia 
entre violencia, fuerza y coerción y estos términos se pueden usar indistintamente. Por su parte, 
especialmente desde el mundo del derecho, se ha separado fuerza de violencia, haciendo de la 
primera el terreno del Estado y de la segunda el ámbito del crimen generalmente presente en la 
sociedad. Algunos críticos aducen que esta distinción es en realidad falaz e ideológica al ocultar el 
carácter represivo del Estado, de su origen y de su funcionamiento.

¿MONOPOLIO DE QUÉ?

Si bien históricamente buena parte de las organizaciones políticas ha empleado recursos coerci-
tivos de diversa índole, el Estado en su versión actual asume y defiende ser un monopolizador de 
la fuerza o de la violencia10, tal monopolización se asocia de manera simplista a dos contenidos11. 
El Estado es y puede ser el único detentador de las armas y del ejercicio de la violencia legítima, 
por ende hablamos de un monopolio de aquellas, lo cual con frecuencia desconoce que en muchos 
Estados se permite legalmente que la población también las posea y en muy contados casos el Estado 
ha conseguido controlar efectivamente las armas ilegales en poder de la ciudadanía12:

En casi todo el mundo, el Estado no es el principal propietario de armas, sino que son los civiles. En 
muchos casos, no son las armas detentadas por el Estado las que tienen la probabilidad más alta de ser 
usadas. Aunque la investigación acerca de los peligros relativos de las armas pequeñas civiles y militares 
todavía requiere una evolución sistemática, las armas en manos de civiles son cada vez más prominentes 
en los fenómenos globales relacionados con armas pequeñas.

Con menos del 5% de la población mundial, en los Estados Unidos residen entre el 35 y el 50% del total 
de las armas en manos de civiles en el mundo. Otras sociedades principales propietarias de armas tienden 

8 “Tomadas las respuestas por país, los porcentajes indican el nivel de certidumbre y tranquilidad del ciudadano frente 
al sistema a cargo del Estado, que puede investigar, detener y condenar a cualquiera. Reino Unido y Australia llegaron 
a lo más alto: 83%. Canadá quedó cerca, con 77%. Para sorpresa de los lectores, China ocupó el siguiente lugar (72%) 
y Estados Unidos completó el pelotón de los cinco primeros con 66%. Para referirse al otro extremo de la lista hay que 
ocuparse de América Latina debido a que tres de los seis países están en la región. El peor lugar de los 21 correspondió 
a Brasil (18%), seguido de cerca por México (21%). Siguieron: Indonesia (35%) y, empatados, Grecia, Argentina y Perú 
(34%)” (Pásara, 2014).

9  Para profundizar en esta entrada véase Cruz (2011).
10 “En la historia, la mayor parte de los Estados no han poseído un monopolio de la fuerza militar y muchos ni siquiera lo 

han reivindicado. En algunos países europeos, durante la Edad Media el Estado feudal dependía de las levas militares 
o las mesnadas controladas por señores descentralizados” (Mann, 1991, p. 27).

11 A título de ejemplo de esta aproximación simple, según el Consejo de Estado de Colombia, “solo el Estado está auto-
rizado para el ejercicio legítimo de la fuerza, por conducto del cuerpo de policía en orden a mantener las condiciones 
necesarias para el ejercicio de los derechos y libertades públicas, a términos del artículo 218 eiusdem”.

12  Por ejemplo, en Estados Unidos, Colombia, Honduras y México se permite en ciertas condiciones, detentar armas. En 
Honduras, los parlamentarios, por el hecho de serlo, tienen derecho a tener armas. 
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a ser grandes, como China e India; ricas, como Alemania, Francia, Italia, España, Inglaterra y Gales; o a 
tener historias recientes de intenso conflicto armado, como Angola y Colombia, en las que la tenencia de 
armas por parte de civiles se encuentra entre las más grandes del mundo (Small Arms Survey, 2007, p. 2).

Surge entonces la pregunta sobre a qué refiere finalmente este monopolio tan típico del Estado 
moderno. La respuesta weberiana aunque acertada precisa de algunas aclaraciones. En tal sentido, 
se acepta con Weber (1998) que una de las características centrales de esta exclusividad es la de 
admitir que el Estado es la única fuente del derecho a la violencia:

Porque lo específico de la actualidad es que a las demás asociaciones o personas individuales solo se les 
concede el derecho de la coacción física en la medida en que el Estado lo permite: este se considera, 
pues, como fuente única del “derecho” de coacción (Weber, 1998, p. 1).

A continuación se argumentará que el monopolio de la fuerza o la violencia, entendido en 
principio como una atribución jurídica, consiste en la pretensión parcialmente cumplida de que el 
Estado sea el único que detenta ciertas armas, permite el acceso a otras y castiga judicialmente el 
abuso de la fuerza física o armada.

La detentación de ciertas armas

El acceso y uso de las armas no son similares entre los Estados13. Al menos las armas nucleares 
no solamente no son fáciles de adquirir por muchos de estos, sino que tienen vetada su construcción 
gracias a normas internacionales que hicieron viable que algunos Estados mantuvieran su oligopolio. 
Igual podríamos decir de armas como las de hidrógeno o de la nueva generación de armamento 
tecnológicamente robotizado. En un plano muy simple, aun potencias como China no tienen la 
capacidad propia de elaborar cierto tipo de armamento al margen de la tecnología de Occidente14.

Situación diferente es la que ocurre respecto de las armas convencionales de mediano y bajo 
alcance (pistolas, escopetas, rifles, fusiles, etc.), donde dependiendo de la legislación estatal se es-
tablece si integrantes de la sociedad pueden o no acceder a estas y en qué condiciones15.

La regulación del acceso a las armas

Una segunda connotación del mencionado monopolio, hace referencia a que el Estado preten-
de y hasta cierto punto logra ser el único que establece de forma más o menos eficaz los términos 
jurídicos en que se puede acceder a las armas convencionales de cierto nivel y características. Por 

13 “Estados Unidos, Rusia, China, Alemania y Francia son los principales productores de armas convencionales en el mundo, 
mientras India es el principal comprador, con un 15 % del comercio global. China es ya el tercer mayor exportador de 
armamento del mundo. Aunque su porcentaje del total global es de solo un 5%, muy por debajo del 58% que suman 
los dos ‘grandes’ –Estados Unidos y Rusia–, sus suministros al exterior han explotado en los últimos cinco años. En ese 
periodo sus ventas de armas han crecido un 143% con respecto al quinquenio anterior (…)” (El País, 16 de marzo de 
2015).

14 “Los helicópteros constituyen una de las principales partidas de las compras a Rusia y Ucrania. China, que ha puesto 
el énfasis de su modernización militar en sus fuerzas de mar y aire, ha padecido tradicionalmente problemas para 
producir motores propios para aeronaves que cuenten con calidad suficiente. En los últimos cinco años, indica el Si-
pri, Pekín siguió importando un gran número de motores rusos y ucranios para aeronaves de combate, transporte y 
adiestramiento y para buques de guerra” (El País, 16 de marzo de 2015).

15 Para el caso colombiano y de conformidad con el artículo 25 del decreto 2535/1993, “las armas neumáticas, de gas, las 
armas largas de pólvora negra, incluso las escopetas de fisto no requieren permiso para su porte y tenencia”.



El monopolio de la violencia como construcción jurídica. Algunos desafíos globales Germán Burgos

[120]

análisis político nº 89, Bogotá, enero-abril, 2017: págs. 111-126

medio de su legislación y de sus burocracias, los Estados determinan cómo se puede acceder y 
mantener armas vía permisos, licencias, salvoconductos, etc.

Encontramos así, que en el ámbito constitucional, Estados Unidos y México, entre otros, tie-
nen una previsión que permite el derecho a poseer armas, salvo aquellas reservadas a las fuerzas 
del Estado. Por su parte, España, Argentina, El Salvador, Colombia, Costa Rica, Panamá y Chile, 
admiten el acceso a cierto tipos de armas.

En el otro extremo de regulaciones que dificultan al máximo el acceso a las armas estarían Palaos 
y Japón. El primero consigna en su Constitución que “Ninguna persona, excepto el personal de las 
fuerzas armadas y funcionarios encargados de hacer cumplir la ley y que actúan en carácter oficial 
tendrán el derecho de poseer armas de fuego o municiones”. Japón fijó desde 1958 que “ninguna 
persona poseerá un arma o armas de fuego, o espada o espadas”. En este país, aún los policías en 
activo, no pueden detentar armas por fuera de su horario de trabajo.

La criminalización de abuso de la fuerza física o armada

El Estado también pretende criminalizar el abuso de la fuerza física o armada por parte de los 
ciudadanos. Por medio de la conversión en violencia delincuencial de ciertos comportamientos, 
el Estado busca perseguir y sancionar a aquellos que usan su fuerza física o armada para atacar a 
otros. Es así como se fundamenta la construcción de los llamados por el derecho penal “bienes ju-
rídicos”, como la vida, la integridad personal, el orden constitucional, etc. y en torno de su defensa 
se establecen delitos en última instancia perseguibles con la fuerza o violencia estatal. La situación 
es tal, que el mismo porte de armas al margen de la acción del Estado, según la correspondiente 
legislación, se puede considerar un delito16.

Por esta vía el Estado puede quitar la vida a alguien a nombre de un abstracto orden público. 
Salvo la legítima defensa, reconocida en los términos de la legislación del Estado, el ejercicio de la 
violencia se legitima en manos estatales en la medida en que criminaliza, ilegaliza y deslegitima el 
abuso de la fuerza física y/o armada de los particulares.

El monopolio de la violencia como pretensión inacabada

Desde una perspectiva jurídica, que no escapa a la aproximación weberiana clásica, se asume que 
los Estados per se monopolizan la violencia legítima. En otros términos, por declarar jurídicamente 
algo como una atribución estatal, esta parece quedar imbuida de un carácter de monopolización 
y legitimación de la violencia, lo cual aparece por tanto como incontrovertible y casi que natural. 
Al hablar del monopolio de la violencia o la fuerza –que en últimas alude a atributos jurídicos 
respecto de la tenencia, acceso y criminalización de las armas y de cierto tipo de comportamientos 
agresivos– se concluye llanamente que la monopolización existe, que es real, que ocurre y que se 
realiza plenamente.

16 Un antecedente de esto sería el momento absolutista del Estado moderno. “El Estado absolutista castigaba el uso privado 
de la violencia e imponía la suya como única. Este desarrollo se puede justificar, por una parte, a partir de la pretensión 
de dominación del absolutismo y, por otra, a partir de las diferentes experiencias en relación con las guerras civiles” 
(Kley, 2012, p. 224).
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Sin ser generalistas se puede sostener que fácticamente casi ningún Estado ha conseguido en 
realidad monopolizar la violencia, al menos en los términos arriba descritos.

Prácticamente en todos los países del mundo persisten organizaciones informales que compiten con el 
Estado respecto del uso de la violencia, lo que es particularmente notable en las naciones en desarrollo. 
El Estado, según Migdal, no solo suele carecer del monopolio de la violencia, sino también del monopolio 
de la autoridad: diversas organizaciones de la sociedad cuentan con gran autoridad y capacidad política, 
reconocidas por la población (Mondragón, 29 de marzo de 2012).

En síntesis, no es fácil identificar un Estado que haya logrado controlar efectivamente el acceso 
a las armas por parte de la sociedad. Este intento de monopolio sigue siendo una pretensión en 
construcción e inacabada y que afronta retos de trataremos en la última parte de este trabajo.

Algo similar podría decirse de la capacidad real de los Estados de perseguir la detentación ilegal 
de armas y el uso delictivo de la violencia por parte de actores dentro de la sociedad. Con todo y 
diferencias, los aparatos de justicia penal del Estado cargan con sendas cuotas de impunidad a la 
hora de castigar a quienes ejercen violencia ilegal. No todos los delitos son investigados y castigados, 
a tal punto que varios Estados admiten el principio de oportunidad en el procedimiento penal. En 
Estados Unidos por ejemplo, solo son perseguibles aquellos delitos prioritarios e importantes y no 
cualquier tipo de conducta por ilegal que esta sea. Si pudiéramos hablar de un monopolio de la 
violencia efectivo y en sentido estricto, no habría tráfico de armas y tampoco delincuencia en un 
gran número de Estados.

De acuerdo con el Índice Global de Impunidad producido por la Universidad de las Américas 
de Puebla con fundamento en diversas metodologías y bases de datos de múltiples organizaciones, 
y combinando la participación de instituciones públicas y privadas, se estableció que la impunidad 
se da en distintos sistemas penales y en diferentes intensidades (véase tabla 1).

Tabla 1. Índices globales de impunidad

Índice global de impunidad América 2015 Índice global de impunidad Europa 2015

México 75,7 Rusia 67,3

Colombia 75,6 España 53,6

Nicaragua 65,9 Moldova 51,7

Honduras 64,1 Ucrania 51,4

El Salvador 64,1 Irlanda 49,3

Argentina 58,8 Albania 48,6

Jamaica 57,8 Letonia 47,6

Chile 57,4 Hungría 47,2

Estados Unidos 56,4 Rumania 46,8

Guayana 53,9 Francia 44,6

Fuente: Índice Global de Impunidad (2015).

Como puede colegirse de la tabla 1, ningún Estado se acerca a un nivel de eficacia penal cerca-
no al 90 % y en los casos más altos la impunidad está sobre el 75 %, siendo los mejores referentes 
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aquellos que la ubican en un promedio cercano al 50 %. En resumen, la ausencia de impunidad es 
un bien público aún inalcanzado, aunque en grados muy diferenciales entre unos y otros Estados.

Se puede afirmar algo similar en cuanto a su legitimidad. Por la vía de la excepcionalidad 
jurídica, muchos Estados han desconocido, históricamente, la legalidad que dice limitar la fuerza 
a fin de defender su existencia. En ciertos casos y con extremos diversos, han roto su legalidad 
impunemente abusando de su propia fuerza. Adicionalmente y como se indicó, según el contexto, 
determinados colectivos sociales justifican en mayor o menor medida la violencia según si sirve a 
múltiples propósitos.

Por tanto, no es cierto que la violencia del Estado sea per se legítima, busca sí legitimarse pero 
en tal empeño no siempre respeta la legalidad que procura justificarla o entra en contradicción 
con legitimidades sociales que la cuestionan y tienden a desobedecerla.

Ahora bien, ubicar el carácter de pretensión del monopolio de la violencia legítima como algo 
estructuralmente no cumplido, no puede ignorar la variedad de situaciones que existen en torno 
de esta pretensión. Es claro que algunos Estados han alcanzado altos niveles en dicho objetivo y 
generalmente se han identificado como Estados fuertes, consolidados y con un poder coercitivo 
e infraestructural en términos de Mann. A su lado, sin embargo, se encuentra un amplio número 
de Estados que por lo demás son la mayoría y que siguen buscando contar con las dimensiones 
básicas de tal monopolio, con resultados muy disímiles. Al menos mirado desde América Latina, 
el Estado no ha logrado controlar el acceso a las armas ni tampoco castigar a quienes abusan de su 
fuerza física. En algunos casos, por el contrario, se han convertido en protectores de quienes usan 
las armas ilegales y abusan de la fuerza. En la literatura especializada al respecto estos Estados se 
identifican como débiles y/o fracasados según sea el caso (Flórez, 2011; Moncada, 2007).

La consideración de pretensión inacabada, en construcción y/o desmantelamiento se hace aún 
más clara si constatamos que ciertas dinámicas ligadas con el proceso de globalización, hacen más 
difícil el alcance efectivo del mismo, aspecto que abordaremos en la última parte de este trabajo17.

DESAFÍOS DE LAS GLOBALIZACIONES

El clásico monopolio de la fuerza, como pretensión de muchos Estados declarados como moder-
nos, parece hacerse más difícil en razón de ciertas dinámicas que pueden asociarse a los procesos 
de globalización. Es decir, con aspectos relacionables con transformaciones transversales que han 
permitido romper con las nociones clásicas de espacio y tiempo modernas. Para ciertos efectos, 
hoy el espacio se ha comprimido en unidades cada vez más amplias, que permiten un accionar 
transnacional en tiempo real (Held y McGrew, 2003; Ianni, 1996). En este escenario, hay dos 

17 El carácter de pretensión inacabada del monopolio de la violencia, ha sido evidenciado por ciertas tendencias dentro del 
feminismo. En efecto, se ha sostenido que los Estados modernos no buscaron tempranamente (y aún tienen pendiente) 
monopolizar la violencia en lo que hace a su dimensión femenina. En concreto, al momento de criminalizar ciertas con-
ductas violentas como parte de sus monopolios, los Estados no lo hicieron con la agresión de hombres sobre mujeres. 
Esta se consideró un tema privado no público, donde el Estado no se podía meter y por tanto al final se aceptaba. Con 
todo, esta dinámica se intenta revertir en algunos Estados a propósito de los avances que el derecho internacional ha 
traído en la materia. No obstante, ello no ha permeado legalmente a un buen número de Estados y en aquellos donde 
sí, un Estado administrado por hombres o por mujeres sin perspectiva de género, no siempre es sensible a la violencia 
intrafamiliar, la cual se sigue considerando en alguna forma un tema privado (De las Heras, 2009; MacKinnon, 1995).
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 fenómenos críticos, el resurgimiento de los mercenarios –esta vez a escala global– y la posibilidad 
de imprimir armas18.

Crecimiento y alcance de los actores mercenarios transnacionales

Ya Maquiavelo en El príncipe, defiende las experiencias exitosas de aquellos que lograron cons-
truir órdenes políticos a través de armas propias (ejércitos permanentes pagados) con relación a los 
mercenarios. En otros términos, el Estado moderno surgiría como una forma de superación de una 
lógica de la guerra basada en la compra de apoyo militar que se vendía al mejor postor. Esta diná-
mica que buscó consolidarse, según sea el caso, desde el siglo XV en adelante, se ha visto trastocada 
por el resurgimiento de fuerzas mercenarias, esta vez concebidas como empresas transnacionales.

En efecto, la pretensión irresuelta del monopolio de la fuerza, ha estado acompañada del cre-
ciente papel de las fuerzas mercenarias hoy por hoy de carácter global19. Varios Estados no solo 
asumen la privatización de ciertos servicios de seguridad sino que aceptan el papel de mercenarios 
en su territorio, los cuales son contratados en el marco de conflictos civiles, defensa de las élites o 
lisamente para defender recursos naturales con fines de exportación.

Entre este tipo de empresas se pueden encontrar Defense System y Sandline International de 
Gran Bretaña, Executive Outcomes de Sudáfrica e Israel Military Industry. Su accionar ha cubierto 
varios países africanos (Zambia, Ghana, Argelia, Papúa Nueva Guinea, Namibia, Uganda y Burun-
di), Irak, Afganistán, antigua Yugoeslavia y Colombia. Cuentan con fuerzas especiales que por lo 
general están bien equipadas en el ámbito aéreo (helicópteros, aviones de transporte, drones, etc.), 
marítimo (algunos tipos de submarinos) y demás armas de asalto y defensa.

Sus roles son, entre otros, defender recursos naturales de exportación (Irak y Colombia); par-
ticipar a favor del gobierno en conflictos armados (Sierra Leona y Nueva Guinea); defender la 
seguridad del presidente (Burundi) y luchar contra la piratería internacional (Somalia). Además 
adiestran unidades armadas del Estado nación (Thomas, 1984).

Uno de los grandes problemas de estas fuerzas mercenarias es su sujeción a la legalidad nacional 
e internacional. Respecto de la primera, es formalmente posible pensar que están sujetas al derecho 
del Estado nación según el principio de jurisdicción que por lo común los caracteriza. Con todo, 
como ocurre en Colombia, contratistas de este tipo están cubiertos por acuerdos de inmunidad que 
les dan entre otros beneficios, la no aplicación de la jurisdicción nacional casi para todos los efectos20.

18 Evidentemente, aparte de los desafíos que aquí anotaremos, existen otros tales como el narcotráfico y sus aparatos 
armados; la trata de personas, ligada con lo anterior; y el papel actual del Estado Islámico en su acción transnacional 
en Libia y Egipto. Agradezco al profesor Geoffrey Pleyers por este comentario. 

19 Según el derecho internacional humanitario mercenario es “toda persona que haya sido especialmente reclutada, 
localmente o en el extranjero, a fin de combatir en un conflicto armado; b) que, de hecho, tome parte directa en las 
hostilidades; c) que tome parte en las hostilidades animadas esencialmente por el deseo de obtener un provecho per-
sonal y a la que se haga efectivamente la promesa, por una parte en conflicto o en nombre de ella, de una retribución 
material considerablemente superior a la prometida o abonada a los combatientes de grado y funciones similares en 
las fuerzas armadas de esa parte” (artículo 47 del Protocolo Adicional a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 
1949 relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados internacionales).

20 “‘Colombia otorgará al personal de los Estados Unidos y a las personas a cargo los privilegios, exenciones e inmunidades 
otorgadas al personal administrativo y técnico de una misión diplomática’, refiere el pacto militar que Estados Unidos 
(EE.UU) cerró con Colombia, en el fragmento que da especificaciones en torno al ‘Estatus del personal’” (Justicia por 
Colombia, 3 de noviembre de 2009). 
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Por su parte, el derecho internacional no ha logrado generar normas que regulen transnacio-
nalmente el alcance y consecuencias de su accionar, existiendo tan solo algún instrumento de soft 
law, conocido como Documento de Montreux, mediante el cual se busca promover el respeto del 
derecho internacional humanitario y del derecho internacional de los derechos humanos en todos 
los conflictos armados donde intervengan empresas militares y de seguridad privadas (Coleman, 
2003; Gaston, 2008; Iglesias, 2011).

En suma, construir ejércitos y órganos de policía como parte del monopolio de la fuerza es hoy 
mucho más costoso que antaño, dado que las armas son tecnológicamente cualificadas y los actores 
paraestatales organizados acceden a ellas vía su tráfico y compra relativamente fácil. El creciente 
papel de estas organizaciones en Estados con algún nivel de conflicto y en un marco legal opaco 
respecto de su ejercicio, conlleva reconocer nuevamente el carácter de pretensión irresuelta del 
monopolio objeto de este artículo.

En la actualidad, algunos Estados optan por estructuras transnacionales que los pueden rem-
plazar o complementar. Por su parte, estas últimas viven de promover conflictos que permitan su 
existencia. Lo anterior dificulta la generación del hoy por hoy más complejo monopolio legítimo 
de la fuerza.

La impresión de armas

Un nuevo frente que podría afectar fuertemente el mencionado monopolio en lo que tiene que 
ver con el acceso a las armas, es la posibilidad de su impresión 3D. En este contexto,

En Estados Unidos, un usuario que se hace llamar Haveblue ha sido capaz de imprimir un arma de fue-
go, usando como material de impresión una simple barra de plástico. El proceso para fabricar la AR-15 
resultó bastamente sencillo puesto que únicamente precisó descargar desde una página web los planos 
del arma en ficheros formateados en SolidWorks, introducir unas modificaciones para adaptar el diseño, 
originalmente previsto para metal, a las propiedades físicas del plástico, adquirir por 30 dólares una ba-
rra de composición plástica especial para la impresora, introducir este plástico en la impresora 3D como 
quien abastece la impresora con tinta o tóner, ejecutar el programa informático que contenía el diseño 
tridimensional del arma previamente modificado, conectar el PC a la impresora e imprimir. Lo curioso 
del asunto, además de la posibilidad de crear desde casa una réplica exacta de un arma descargando el 
diseño de la misma como quien descarga una película, es que esta réplica tenga la capacidad de efectuar 
hasta 200 disparos de proyectiles reales (Abanlex, 13 de agosto de 2013).

Si bien este es un proceso aún en desarrollo, algunas legislaciones estatales procuran regular-
lo. Por ejemplo Filadelfia prohibió las armas impresas mediante su legislación, estableciendo la 
restricción total del uso de impresoras tridimensionales, dejando claro que su uso para la creación 
de armas de fuego o cualquier parte de estas, está prohibida a menos de que se posea una licencia 
para manufacturar armas de fuego.

Estas dos dinámicas antes descritas, más el accionar de actores armados ilegales en muchos 
Estados y lo costoso de crear y sostener aparatos armados estatales, dejan claro que la idea de un 
monopolio de la violencia ha existido más como una pretensión que como una característica aca-
bada. Los Estados han buscado monopolizar la fuerza o la violencia, según como se le miré, pero 
solo lo han conseguido de manera parcial, diferencial y siempre inestable.
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CONCLUSIONES

El presente artículo de reflexión intentó clarificar el alcance de la noción del monopolio de la 
violencia-fuerza estatal e identificar algunos de los desafíos asociables a ciertos procesos de globa-
lización.

En este marco temático, se sostuvo que existe un debate irresuelto sobre el objeto de este mo-
nopolio, el cual para algunos hace referencia a la violencia, la fuerza o la coerción, vistas indistinta-
mente; para otros el Estado es una organización de fuerza mas no de violencia, mientras que para 
perspectivas críticas basadas en aportes ligados al marxismo y a la obra de Benjamin, el Estado es 
una organización de violencia, aunque no siempre lo admita.

Se propuso aquí que monopolizar la violencia o la fuerza (quién detenta ciertas armas, quién 
puede acceder a ellas y qué consecuencias conlleva su uso abusivo) es una pretensión inacabada 
de los Estados. El mayor alcance de esta pretensión ha sido la detentación de las grandes armas 
convencionales, la cual es desigual entre los Estados. Esta pretensión inacabada, parece estar hoy 
afectada por el impacto de las empresas de mercenarios transnacionales y por la posibilidad de 
imprimir armas en 3D.
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